
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 

[…]  

Artículo V 

      Las Partes contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus Constituciones 

respectivas, las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplicación de las 

disposiciones de la presente Convención, y especialmente a establecer sanciones penales 

eficaces para castigar a las personas culpables de genocidio o de cualquier otro de los actos 

enumerados en el artículo III.  

 

Artículo VI 

      Las personas acusadas de genocidio o de uno cualquiera de los actos enumerados en el 

artículo III, serán juzgadas por un tribunal competente del Estado en cuyo territorio el acto 

fue cometido, o ante la corte penal internacional que sea competente respecto a aquellas de 

las Partes contratantes que hayan reconocido su jurisdicción.  

 

Artículo VII 

      A los efectos de extradición, el genocidio y los otros actos enumerados en el artículo III no 

serán considerados como delitos políticos. 

      Las Partes contratantes se comprometen, en tal caso, a conceder la extradición conforme a 

su legislación y a los tratados vigentes, 

 

Artículo VIII 

      Toda Parte contratante puede recurrir a los órganos competentes de las Naciones Unidas a 

fin de que éstos tomen, conforme a la Carta de las Naciones Unidas, las medidas que 

juzguen apropiadas para la prevención y la represión de actos de genocidio o de cualquiera 

de los otros actos enumerados en el artículo III. 

 

 


